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I-RESUMEN

Las Areas Metropolitanas, espacios urbanos  donde confluyen entes jurisdiccionales diferentes junto a actores sociales y económicos diversos, no sometidos a  legislación territorial propia, son abordadas en este trabajo desde la aplicación del principio de cooperación ínsito en el sistema federal de gobierno, con el objetivo explícito de someter dicho espacio al Ordenamiento Territorial previsto en la Ley 25.675 como instrumento de  la política ambiental.   


Estos instrumentos están contenidos en el artículo  8 de la ley General del Ambiente, que  enumera en primer lugar al  Ordenamiento Territorial. La  Ley , en su art. 4, contiene principios de interpretación que son impuestos a la actividad administrativa y judicial cuando ellas se ocupan  de los instrumentos del art. 8.
Por ello, en este trabajo,  se analizan los principios jurídicos incorporados por la Ley 25.675 General del Ambiente al ordenamiento jurídico argentino, su relación con el Ordenamiento Territorial,  determinando cómo la inclusión de los principios ambientales en el derecho positivo argentino incide  en la actividad administrativa guiada normalmente por un sistema de competencias  distribuidas de manera vertical donde las formas horizontales de cooperación tienen escasa incidencia, y la importancia de estos Principios en el Ordenamiento Territorial del Área Metropolitana.
II-PALABRAS CLAVES:ORDENACION METROPOLITANA- COOPERACION


 
III-NOCIÓN METROPOLITANA

La concentración  de población, industrias, comercio y cultura en las ciudades más importantes, estimulada primero por el deseo de progreso, y más tarde por el cierre de fuentes de trabajo y  falta de políticas rurales, ha determinado un crecimiento espontáneo de estas ciudades hacia jurisdicciones vecinas, producido en torno a las necesidades del mercado: necesidad de vender, de ganar, de aprovechar los excedentes de las ciudades, y  de la población: necesidad  de acceder a un trabajo, a una vivienda, y a determinados servicios. 


Esta lógica de la necesidad ha generado en torno a estas ciudades, no sólo acumulación de viviendas y de habitantes, sino también acumulación de desigualdades sociales, económicas y territoriales, desigualdades en el acceso a los servicios, en el cobro de tributos, en la recolección y disposición final de residuos, sistemas pluviales, desagües cloacales, sistema vial. Un sistema aglomerado muchas veces inconexo debido a que ese territorio, llamado área metropolitana, carece de una organización en cuanto tal, de un gobierno dispuesto para ese territorio donde confluyen distintos entes jurisdiccionales, en especial, municipios y  provincia.
El área metropolitana  es una entidad real que  no está sujeta a límites fijos tal cual  las divisiones políticas o administrativas respecto de las cuales son substancialmente diferentes.


Las divisiones políticas, como los municipios o comunas rurales son entidades territoriales, reconocidas por la Constitución,  el Congreso de la  Nación o  las Legislaturas Provinciales. Estos  entes territoriales, además de tener capacidad de organización y competencias propias, tienen  la capacidad de elección de sus representantes y la participación de los ciudadanos en el gobierno territorial.

 
Las áreas metropolitanas, en tanto, son referencias  técnicas o administrativas  originadas en la expansión real  de la ciudad. Se trata de un territorio  no reconocido todavía por el derecho como tal. 

Supone la existencia de una ciudad principal  que extiende su influencia a otras zonas que se jerarquizan en un sistema común, con predominio de un sustrato típicamente urbano
.

 
La cuestión metropolitana puede ser considerada como la intersección de dos sistemas
.  Por un lado, el sistema urbano,  que tiene su propia lógica de crecimiento y expansión sobre la base de la diferenciación funcional y social del territorio. Por el otro,  el sistema político territorial con su lógica de gobierno y gestión. Presenta una forma caracterizada por  la heterogénea distribución territorial de actividades y población, y una  “interdependencia jerarquizada de las distintas actividades”. 
 

A la cuestión metropolitana se la reconoce cuando hay función metropolitana, que se identifica con la necesidad de una gestión planificada, interconectada y unificada. La función es lo que hace visible  un sistema.

En cuanto se hace visible el problema metropolitano surge la necesidad de ordenar dicho territorio. Esta necesidad ha sido reconocida incluso por las Naciones Unidas que han señalado que es imprescindible que los Estados  promulguen leyes eficaces sobre el medio y que las normas ambientales y los objetivos y prioridades en materia de ordenación deberían reflejar el contexto ambiental y de desarrollo en que se aplican.


La Agenda 21, surgida de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, realizada en Río de Janeiro en 1.992  menciona las áreas metropolitanas de manera explícita cuando sugiere que “las actividades de todos los organismos que participen en la creación de la infraestructura ambiental deberían reflejar un planteamiento de los asentamientos basados en los ecosistemas o las áreas metropolitanas e incluir entre la gama de las actividades de los programas de supervisión la investigación aplicada, la creación de las estructuras necesarias, la trasmisión de la tecnología aprobada y la cooperación técnica”

También en el Libro Verde  sobre el Medio Ambiente Urbano de  la CEE se reconoce la necesidad de una acción administrativa que afronte los problemas “que enfrentan a las conurbaciones de Europa con vistas a encontrar soluciones apropiadas a los problemas reales”


Como las áreas metropolitanas son  territorios formados por varias jurisdicciones, podría suponerse que la gobernabilidad del mismo queda reservada a la intervención provincial, pero ello encuentra obstáculos en las autonomías reconocidas a los gobiernos municipales.


De allí que, en general, en donde se han identificado estos nuevos sistemas urbanos se haya recurrido a la cooperación en sentido amplio, como la técnica o el principio que permite alcanzar la gobernabilidad del mismo.


La cooperación se entiende no solo limitada a las relaciones entre los entes institucionales, sino también la cooperación con los diversos actores sociales y económicos involucrados en la solución de los problemas que son complejos y, como tales, deben ser encarados también de manera compleja.


En especial esto es así porque lo que, en sus comienzos eran problemas mayormente económicos y sociales, en la actualidad son problemas fundamentalmente ambientales que, a la vez que generan incertidumbre sobre la supervivencia, en su aspecto positivo nos lleva a la valoración de la calidad de vida, concepto que surge como reacción a la invasión de lo cuantitativo y la uniformidad generalizada
.



IV - EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 


La noción de Ordenamiento Territorial designa la actividad  administrativa urbanística orientada a la planificación del suelo interlocal, abarcando ámbitos rurales
.  
La idea  se desarrolla  junto al  crecimiento de las ciudades que hace necesaria la intervención administrativa en territorios aledaños, donde confluyen intereses supralocales como la materia ambiental, el transporte interurbano, la disposición de residuos, etc. 

Principalmente, es la gravedad de la erosión ocasionada al medio ambiente  lo que exige proyectar  el territorio tanto urbano como extraurbano   de manera  que se conjuguen  las exigencias de transformación y aprovechamiento del suelo  con la preservación y potenciación
 de la naturaleza.

El Ordenamiento Territorial  es  una disciplina científica y  también una técnica de actuación que exterioriza el poder del Estado  de ordenar con la debida independencia su jurisdicción, para  satisfacer el interés general, utilizando el espacio de manera razonable.
 

 
Constituye la planificación oficial, científica, ecológica de una región o zona, realizada para lograr la óptima distribución de los sectores comerciales, industriales, urbanos, agrícolas y naturales  para el desarrollo adecuado y eficiente de la misma
.

Parte de una norma que establece el uso del suelo urbano y extraurbano, reduciendo
la concepción individualista del  uso del suelo al priorizar  la cuestión ambiental, generalmente planteada en el terreno de la preservación,  no del desarrollo sustentable 
. 

 
Está fundado
 en el planeamiento, la intervención y la publicidad. El planeamiento como fuente de información sobre las actuales condiciones de la ciudad, programa para el futuro, indicador de objetivos, mecanismo de coordinación y dispositivo para estimular la iniciativa privada. La intervención, que implica un sujeto activo, el Estado y un sujeto pasivo, la sociedad. La publicidad significa que todos los ciudadanos deben tener derecho a conocer los proyectos de ordenación urbana y a exigir información sobre su contenido.


El Ordenamiento supone un  Plan establecido en una norma y  que el órgano del cual emana esta norma tenga la competencia  para realizar la intervención.  

 
Tradicionalmente la competencia para el dictado de la norma urbanística se circunscribió al ámbito municipal. En el municipio es donde se sancionan la mayoría de las normas de ordenamiento urbano, zonificación, loteos y fraccionamientos
 pero a medida que avanzaron  los criterios científicos determinando que se tomara en consideración no sólo el suelo urbano sino también el rural, se  admitió la competencia provincial para dictar la norma en la materia
. A partir de la Ley General del Ambiente 25.675 el establecimiento de los presupuestos mínimos en materia ambiental es competencia nacional.

Como herramienta de intervención, el Ordenamiento Territorial tiene un aspecto negativo
  referido al control del ejercicio abusivo de los derechos y la regulación de aquellas cosas consideradas perjudiciales para la comunidad, mientras que en el sentido positivo representa a las políticas sociales, económicas y ambientales. (Concepto europeo)
. 

 
El Ordenamiento Territorial y por ende, la Planificación, deben encararse con la conciencia de la complejidad  de la materia ambiental que pone en cuestión dogmas centrales del derecho administrativo
: la responsabilidad individual queda desplazada por la responsabilidad colectiva,  los conceptos jurídicos dejan su lugar a tipos o estándares normativos. Entre la Administración y los ciudadanos actúan la opinión pública y las asociaciones. Se hacen necesarios acuerdos previos. Actuaciones informales surgen como consecuencia de las exigencias objetivas que plantea la protección del medio ambiente y representan  la evolución propia de ciertas ramas del Derecho administrativo.

 
Los lineamientos para la planificación y ordenamiento del territorio como instrumento central de la política ambiental, están fijados por los artículos 9 y 10 de la Ley 25.675. Allí se adopta  la técnica de la coordinación interjurisdiccional para articular las competencias entre  Municipios y Provincias y entre éstas con la ciudad de Bs. As. y con la Nación a través del COFEMA  El art. 10 determina los aspectos que deberán ser considerados (políticos, físicos, sociales, tecnológicos, culturales, económicos, jurídicos y ecológicos de la realidad local, regional y nacional)  y los objetivos de la ordenación  como presupuestos mínimos a desarrollar por las Provincias y los Municipios:  asegurar el uso ambientalmente adecuado de los recursos ambientales, posibilitar la máxima producción y utilización de los diferentes ecosistemas, garantizar la mínima degradación y desaprovechamiento y promover la participación social en las decisiones fundamentales del desarrollo sustentable. 
La Ley establece que, en la localización de las distintas actividades antrópicas y en el desarrollo de asentamientos humanos, se deberá considerar, en forma prioritaria: a) La vocación de cada zona o región, en función de los recursos ambientales y la sustentabilidad social, económica y ecológica; b) La distribución de la población y sus características particulares; c) La naturaleza y las características particulares de los diferentes biomas; d) Las alteraciones existentes en los biomas por efecto de los asentamientos humanos, de las actividades económicas o de otras actividades humanas o fenómenos naturales y  e) La conservación y protección de ecosistemas significativos.

 
A su vez, los Principios que deben guiar  la política ambiental  se encuentran en el artículo 4to. de la Ley 25.675. La norma manifiesta la evolución producida desde una concepción fuertemente normativista a otra de carácter teleológico-institucional, más atenta al fin de las instituciones
.

 
V-LOS PRINCIPIOS JURÍDICOS AMBIENTALES 


La doctrina
  admite pacíficamente que los principios jurídicos cumplen una función fundamentadora, interpretativa e integradora de las lagunas de la ley. 

Tienen  funciones propias y diferentes de las que cumple la ley.  No son normas, aún cuando se encuentren en el derecho positivo, sino proposiciones, mandatos dirigidos a los operadores jurídicos.

 
Imponen el deber de ser respetados. Obligan a actuar respetando el valor consagrado en los mismos
. Entre ellos hay una frágil jerarquía. No se excluyen sino que se articulan, se armonizan  a través del juicio  de ponderación.

 
Tienen  función constitucional, por lo que su contradicción produce la invalidez de la norma o de la conducta respectiva.


Tras esta breve introducción analizaré el significado  de los principios enumerados en la Ley 25.675  y su vinculación con el Ordenamiento Territorial.

1)Principio de congruencia  

 
Proviene de considerar la regulación ambiental como un todo  donde cada una de las partes se implica, se  distingue y por último se conjuga reconociendo la existencia de un tejido interdependiente, interactivo e inter-retroactivo entre las partes y el todo, el todo y las partes
. 

 
Este principio impone el deber de congruencia de la norma urbanística municipal, con el Plan de Ordenación provincial y los presupuestos mínimos establecidos por la Nación.
2) Principio de prevención  

 
El principio de prevención tiende a evitar un daño futuro pero cierto y mensurable. La prevención es una conducta racional frente a un mal que la ciencia puede objetivar y mensurar. 
3) Principio de precaución  

 
Introduce una óptica distinta: apunta a impedir la creación de un riesgo con efectos todavía desconocidos y por lo tanto imprevisibles. Opera en un ámbito signado por la incertidumbre. El principio de prevención se da con relación al peligro concreto. En cuanto al principio de precaución, la prevención está dirigida al peligro abstracto
.
Para garantizar el respeto a estos principios, el Ordenamiento Territorial debe funcionar en sintonía con la Evaluación de Impacto Ambiental. 

4) Principio de equidad intergeneracional 

             Reconoce como antecedente el Principio de Responsabilidad formulado por Hans Jonas
 como un imperativo Kantiano: “obra de tal modo que los efectos de tu acción sean compatibles con la permanencia de una vida humana auténtica en la tierra”

 
La idea fundamental sobre la que se sustenta la ética jonasiana es la experiencia de la vulnerabilidad. Las generaciones actuales tienen la obligación moral de hacer posible la continuidad de la vida y la supervivencia de las generaciones futuras. A diferencia del imperativo categórico kantiano que se dirigía al comportamiento privado del individuo, el nuevo imperativo de la responsabilidad se dirige al comportamiento público y social. No se trata de buscar la concordancia del hombre consigo mismo, la coherencia personal del humano que quiere estar a la altura de su deber, como acontecía en Kant, sino que se pone el acento en la dimensión de futuro que, al revés de lo que acontece con la utopía, no se ve como promesa sino como amenaza.
  

 
Este principio se vincula con la idea de estrategia que permite afrontar los riesgos, lo inesperado, lo incierto y modificar su desarrollo en virtud de las informaciones adquiridas en el camino. 

 
El  plan de Ordenamiento Territorial debe tener en cuenta la complejidad de su objeto, lo que significa tener   conciencia de las desviaciones y transformaciones.
5) Principio de  gradualismo o de progresividad 

 
Significa que la acción recomponedora debe ser llevada a cabo gradualmente o por etapas, coordinadas y concatenadas, a través de medidas de control, contención y prevención diagramadas a largo o mediano plazo, compuestas de metas interinas o finales.



6) Principio de responsabilidad 

 
Frente a acciones u omisiones con efecto contaminante o degradante, nace la obligación de reparar mediante el saneamiento o recuperación, sin perjuicio de la imposición del sistema jurídico de la responsabilidad
.

 
El Principio de Responsabilidad se encuentra íntimamente relacionado con los Principios de Solidaridad y de Equidad Generacional. Reconoce como antecedente el Principio “quien contamina paga” de amplio reconocimiento internacional como uno de los principios rectores de la materia ambiental.

 7) Principio de subsidiariedad 

 
Es un Principio General que admite variadas formulaciones y se aplica a las relaciones del individuo y la sociedad, a las relaciones entre la sociedad y las instituciones y,  a la distribución de competencias en la escala institucional.

 
La subsidiariedad tiene una expresión positiva: la ayuda económica, institucional, legislativa a las sociedades más pequeñas. A la vez muestra una implicación en negativo: la abstención por el Estado de toda acción que restrinja el espacio vital de las células menores y esenciales de la sociedad o que suplante su iniciativa, libertad o responsabilidad. 
La subsidiariedad trae como consecuencia la participación del ciudadano  de modo individual o asociado a otros, de modo directo o a través de sus representantes en la vida cultural, económica, política y social de la comunidad civil a la que pertenece.  La subsidiariedad se vincula a la solidaridad,  al bien común, al destino universal de los bienes, a la igualdad entre los hombres.

8) Principio de sustentabilidad 

 
Se encuentra muy unido al principio de equidad intergeneracional, pero aquí este principio hace hincapié en la composición armónica entre desarrollo económico, social e industrial con la administración del aprovechamiento y goce de los recursos naturales y ecológicos. De modo tal que el primero pueda generarse sin afectar los segundos.


La sustentabilidad es vertebral en todo plan de Ordenamiento Territorial y supone la inclusión de los demás principios contenidos en la ley 25.675.


Walsh
  habla del “derecho de la sustentabilidad” que exige una integración sistémica de las consideraciones económicas, sociales y ambientales al momento de adoptar decisiones o definir políticas. Dice que la preocupación global por el ambiente tiene origen en una nueva concepción ética del Hombre frente a la Naturaleza. Constituye la clave de un nuevo paradigma axiológico emergente que trasciende el campo de lo exclusivamente ambiental. De este modo la sustentabilidad tiene una dimensión material y una dimensión axiológica que no debe soslayar la regulación urbanística. La primera hace a la viabilidad ecológica de la evolución humana y se traduce en políticas y acciones tendientes a mitigar los efectos antrópicos o a la conservación de los recursos naturales. La segunda se vincula a la equidad, esto es, las posibilidades fácticas de acceso a los recursos naturales y a la participación en los beneficios colectivos o individuales que  provienen de la calidad del ambiente.

Morin
 señala también  la necesidad de una noción más rica y compleja de desarrollo, que sea no sólo material sino también intelectual, afectiva, moral... 
9) Principio de solidaridad 

 
El Principio de solidaridad es uno de los principios configuradores de la forma territorial del Estado junto a los principios de unidad y de autonomía. 
 

 
Es un principio ético
 en virtud de sus contenidos que, al ser receptado por la ley, adquiere contenido normativo. 

Se funda en la ayuda recíproca y en la comunidad de intereses. Requiere actuaciones sociales que aseguren el camino entre generaciones y armonicen el crecimiento económico y la compatibilidad ambiental del desarrollo.

 
La solidaridad también está presente en  la función social reconocida al  derecho de dominio.  Esta función se resguarda a través de las regulaciones urbanísticas que prescriben los planes de  Ordenamiento Territorial que pueden contener restricciones administrativas  desacostumbradas en nuestro derecho como las relacionadas con la utilización de inmuebles rurales.

10) Principio de cooperación

La Ley manda utilizar los recursos naturales y los sistemas ecológicos compartidos  en forma equitativa y racional y  a tratar  en forma conjunta  las emergencias ambientales de efectos transfronterizos. Esto significa la  atribución de actuación conjunta entre distintos sectores
.

El Principio de Cooperación  comprende tanto la cooperación individual como la colaboración con asociaciones representativas de intereses.  Se puede considerar como mecanismo de cooperación la apelación a la opinión pública, los convenios, acuerdos y las nuevas formas de organización y articulación de los procedimientos administrativos que implican un cambio en los modelos de comunicación tradicionales entre la Administración, los ciudadanos y la opinión pública.


En el Ordenamiento Territorial la cooperación se manifiesta en la participación, la actividad convencional, el fomento, el consenso interdisciplinario. 
La cooperación está presente en la concepción actual de nuestro sistema federal de gobierno. En el siglo XIX los Estados federados  podían actuar de manera separada, gobernando cada uno en el ámbito de sus competencias.
 Hoy, el mundo globalizado y el aumento de la complejidad de la sociedad  requiere la cooperación de los estados miembros entre sí y de estos con la Unidad. Actualmente, nos encontramos ante la noción de  federalismo “cooperativo” que atiende a las competencias compartidas.
 
VI-PARTICIPACIÓN 

 
En materia de Ordenamiento Territorial la participación ciudadana es un objetivo insoslayable y puede concretarse a través de distintos mecanismos tales como Audiencias Públicas, consultas, publicidad de  las propuestas en forma previa a su aprobación, etc. 

 
La actividad convencional en materia medioambiental es, para algunos
, exponente de la evolución del derecho administrativo y campo de pruebas de nuevas concepciones que inciden en la idea de consensuar la intervención pública con los particulares afectados, sin perder de vista que los poderes públicos deben ser siempre los fiduciarios de los intereses de la comunidad.

 
La participación puede  manifestarse como participación de todos los sectores interesados  y también como la participación del particular directamente afectado.  Está prevista, como objetivo a cumplir, en el art. 2 inc. c) de la Ley  25.675.

VII-ORDENACION DE LAS AREAS METROPOLITANAS

Los problemas que generan las áreas metropolitanas han sido ampliamente descriptos por la doctrina y pueden ser sucintamente identificados
 como: 

a)Expansión urbana ilimitada que no se relaciona con la infraestructura de bienes y servicios.


b)Desigualdades en la calidad urbana y exclusión social.


c)Distribución no equitativa de los recursos financieros:


d)Existencia de transferencias implícitas entre los gobiernos locales metropolitanos:

 
e)Falta de ejercicio democrático que legitime las decisiones que afectan el nivel metropolitano: Las cuestiones metropolitanas quedan libradas al mercado o a los niveles provincial o federal que no tienen responsabilidad directa con los ciudadanos que integran la ciudad real .


f)Tendencias a la exclusión social: 


g)incapacidad de los modelos de gobierno y estructuras administrativas habituales para resolver los requerimientos metropolitanos.

Estos problemas se advierten en un contexto en el que existe, además de la preocupación por las necesidades básicas insatisfechas, la preocupación  por la calidad del paisaje, de los espacios públicos, de los servicios, de lo que se consume y se respira.

Para atender todas estas demandas se necesitan  decisiones. La provisión de decisiones vinculantes  le corresponde al sistema político que requiere a su vez,  la utilización de  mecanismos de representación, participación y responsabilización, es decir, procedimientos  que son provistos por el derecho.


Se han señalado
 tres razones principales para organizar las áreas metropolitanas:

Razones económicas: Las ciudades extendidas se convierten en actores claves de la economía global
 Ante un escenario internacional cambiante y un creciente nivel de competencia entre los territorios, la ciudad- región  se ve obligada a comprometerse con estrategias innovadoras, con sentido local de revitalización y competitividad urbana y económica
.

Razones sociales: El modelo global que  ha producido  la flexibilización en la producción,  la retracción del Estado, la precarización laboral, la pauperización de amplios sectores,  ha llevado a la coexistencia conflictiva de múltiples ciudades: la de los incluidos y la de los excluidos, la de los ricos y la de los pobres, la moderna, la tradicional y la informal, la legal y la ilegal, el reemplazo del ciudadano por el consumidor o usuario, vinculados no por sus identidades locales sino por su demanda de bienes y servicios.
 Son necesarios ordenamientos gubernamentales destinados a resolver estos problemas con sentido local.

Razones políticas: Además de las tradicionales necesidades de representatividad y responsabilidad
 se ha señalado
 la cuestión ambiental que atañe directamente a las áreas metropolitanas debido a que, por lo menos en los países occidentales, la mayoría de la población vive en estos asentamientos y la preocupación por la calidad de vida es resuelta  como  un tema  de coordinación de políticas públicas dado que es una cuestión multisectorial y como tal, exige tratamiento metropolitano. 

Así como la política tiene la función de proveer decisiones vinculantes, el derecho tiene la función de proveer las  herramientas para consensuar, el procedimiento  como legitimador del consenso y  la cooperación como técnica.

 
Estas herramientas se encuentran contenidas en la noción de gobernanza
 que emerge como una nueva práctica sociopolítica que se caracteriza por la participación efectiva de los actores sociales en el desarrollo de sus ciudades y regiones. 

 
En las actuales democracias es necesario   propiciar el consenso entre los actores y la ciudadanía para identificar el interés general en las diferentes situaciones y actuaciones y abrir paso a la colaboración ciudadana para su realización mediante procesos participativos que permitan conocer las necesidades de todos los sectores y que favorezcan la auto-organización de los mismos. 
  

La construcción de la gobernanza en territorio metropolitano es un  proceso
, que para que pueda ser ejecutado exitosamente necesita ser estructurado. Esta es la función que cumpliría un plan de Ordenamiento Territorial Metropolitano surgido de un  procedimiento que involucre a todas las partes directamente interesadas y así evite bloqueos originados por las partes afectadas  a las que se hubiera negado acceso al procedimiento. 

En tal caso, el Estado actúa como Legitimador del sistema diferenciado,  dictando normas de ordenamiento  metropolitano  y además, como mediador entre los distintos entes involucrados, incluyendo a la sociedad civil
 en la construcción de la norma.
Debemos confiar en que los mecanismos de cooperación mejoren la capacidad organizativa local en un mundo globalizado, interconectado, complejo, amenazado por   la inseguridad, el cambio climático, las incertidumbres, a la vez que ilusionado en  la esperanza de un mundo mejor. 

Los valores que impulsan el interés por las Áreas Metropolitanas en el mundo, a partir de los 90, son  la eficiencia, la competitividad económica, la equidad, la comunidad, el tema ambiental y la calidad de vida.
 

Con estos valores, y aplicando los principios de la Ley General del Ambiente se pueden proponer diversos modelos de organización del territorio metropolitano.

En nuestro derecho, hasta el momento, el modelo con mayor consenso es el intermunicipal,   que se corresponde con la organización de abajo hacia arriba de nuestro sistema federal para lo cual es necesario el fortalecimiento de la institución municipal.

Ahora bien, cualquier modelo que se adopte está condicionado por la relación entre la sociedad civil y la institución gubernamental en cuanto  al sentido que se otorgue al sistema, que lo ubique  en el mundo  y lo proyecte hacia el futuro.
Por eso, un territorio como un área metropolitana será gobernable cuando en él sea posible ejecutar políticas públicas y acciones colectivas capaces no solo de resolver problemas sino también de  promover el desarrollo del área.

 
La posibilidad de la cooperación, que es la salida que propone este trabajo,  supone actores con pesos equivalentes, con la capacidad institucional necesaria –en términos de autonomía funcional y recursos financieros- para asegurar resultados. Hay que determinar entonces cómo articular las gestiones locales para aportar  positivamente a la gestión global de la ciudad extendida.

Para ello es necesario  un Plan de Ordenamiento que  ubique al Area en una determinada estrategia de crecimiento que  establezca las pautas para orientar la inversión privada, y generar alternativas de localización,  con la idea  de sustentabilidad
 en el sentido que, en este trabajo, se ha dado al término. 

El Plan de Ordenamiento debe definir la superficie, diagnosticar sus dificultades, estudiar sus vinculaciones internas y externas, los valores sobresalientes, las potencialidades.

 VIII– CONCLUSIONES

 
El principio de solidaridad política se concreta en los criterios funcionales de la cooperación. Los principios de la Ley 25.675 no son proposiciones dirigidas  únicamente a las relaciones  estatales,  también constituyen mandatos para una nueva manera de pensar las relaciones entre los individuos  y de estos con la sociedad.

 
La solidaridad, la cooperación  y la participación, derivada de los mismos, imponen el deber de  implementar formas de intervención  de los particulares  en las decisiones del conjunto y la búsqueda de consenso.

 
La solidaridad está presente en el contenido del derecho de propiedad por su función social y debe ser conjugada con los Bienes Comunes, no susceptibles de apropiación y que, como bien de la humanidad,  no deben ser menoscabados por  el uso dado a la propiedad particular. 

La cooperación está presente  en las formas de intervención administrativa en materia ambiental, como  la participación, el control mutuo entre ciudadanos y Estado, la actividad convencional, el fomento, el consenso interdisciplinario.  

 
La democracia supone  una relación de control mutuo entre la sociedad y los individuos. 

El Ordenamiento Territorial, como instrumento de la política ambiental debe planificar conforme los principios enumerados expresamente por la Ley General del Ambiente en  el artículo 4. Supera  el tradicional sustento en el Poder de Policía y en la Teoría del Abuso del Derecho. Debe articular con la noción de desarrollo sostenible  y contemplar no solo aspectos económicos sino también morales, intelectuales y culturales.


El Ordenamiento Territorial de las Áreas Metropolitanas, en nuestro derecho, corresponde a las Provincias. Debe ser hecho,  en concordancia con los Presupuestos Mínimos  establecidos en los planes de Ordenamiento Territorial Nacional, y, para ser efectivo necesita de un Plan Estratégico Metropolitano surgido del consenso de los Municipios involucrados, con participación de la sociedad civil. 

Los principios de la materia ambiental deben interpretarse armónicamente con los principios y garantías constitucionales, en especial con el principio de igualdad de los ciudadanos ante la ley, previendo las indemnizaciones que correspondan cuando se imponen sacrificios a los particulares que los mismos no se encuentren obligados a soportar, así como estímulos, subsidios, desgravaciones, propias de la actividad de fomento de la Administración

  
En definitiva, los problemas que plantean los planes de Ordenamiento Territorial y el desarrollo sustentable, vinculados al dominio y sus restricciones,  deben resolverse a la luz de los Principios Ambientales y teniendo en cuenta que el paradigma simplificador del todo y las partes necesita ser reemplazado por un paradigma más complejo que reconozca la existencia de un tejido interdependiente, interactivo e inter -retroactivo entre las partes y el todo, el todo y las partes. Este nuevo paradigma  de implicación/distinción/conjunción 
 determina otra concepción respecto  de las competencias y sus relaciones y nos conduce a la cooperación.
Coincido con  Marchiaro,
 en cuanto a que los actuales  instrumentos de regulación jurídica son suficientes, en nuestro derecho, para acompañar el proceso  de organización metropolitana. Coincido también en que no se usan  varias de las herramientas jurídicas adecuadas, en especial, los Principios a los que, en esta ponencia, se otorga fundamental importancia. 

Coincido, por último,  en cuanto a que son las exigencias del nivel empírico las que fuerzan el nivel teórico y añado  la  importancia fundamental de la decisión política. El Derecho provee las herramientas, la Política las utiliza.  La política, a su vez, va a proveer las decisiones vinculantes cuando la institución gubernamental y  la sociedad civil coincidan en el sentido del sistema, en su propósito, en su visión del futuro que moviliza la organización del presente.

La organización del presente, a su vez,  será federal siempre que respete la organización de abajo hacia arriba, democrática, que respete  no solo  el principio de la representación que no puede soslayarse sino también el principio de cooperación que incluye la participación por ser éste el estado que  actualmente corresponde al sistema federal constitucional.
El Ordenamiento Territorial sería un primer paso, de fundamental importancia, para la organización del área metropolitana.
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